
C.A. de Temuco

Temuco, veinte  de junio de dos mil diecisiete.

Vistos :

A  fojas  3,  comparece  don  GERM N  GUILLERMOÁ  

AEDO L PEZÓ , conductor, con domicilio en Temuco, interponiendo 

recurso de protecci n en contra de la ó SUPERINTENDENCIA DE 

SEGURIDAD  SOCIAL,  por  infracci n  de  los  N  18  y  22  deló º  

art culo 19 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica, conforme a losí ó í ú  

siguientes antecedentes:

Refiere que con fecha 15 de abril  de 2016, mientras cumpl aí  

funciones  para su empleadora TURBUS LIMITADA, transitaba por 

el patio de carga de petr leo de la misma, ubicado en la esquina de lasó  

calles Jes s D az Mart nez y Padre Hurtado, de la comuna de Estaci nú í í ó  

Central, de Santiago, cuando en forma repentina, resbal  hacia atr s,ó á  

golpe ndose en la parte occipital de la cabeza, sufriendo un desmayo aá  

consecuencia del  golpe.  El motivo de la  ca da,  fue lo resbaloso delí  

patio, como consecuencia que se junta agua de la lluvia, m s los restosá  

de los fluidos de gasolina y aceite.

En primera instancia,  la Mutual de la C mara Chilena de laá  

Construcci n, calific  sus lesiones como de origen com n, por lo queó ó ú  

con fecha 08 de agosto de 2016,  present  una reclamaci n ante laó ó  

recurrida, instituci n que fall  en su favor, declarando que sus lesiones,ó ó  

son  de  origen  laboral,  por  lo  que  la  mutual  deber  otorgarle  laá  

cobertura de la ley N 16.744º

Posteriormente,  la  empresa  TURBUS,  recurri  a  la  misma,ó  

solicitando la  reconsideraci n,  en  cuanto se  hab a estimado que losó í  

hechos constitu an un accidente del trabajo, alegando que la ca da seí í  

debi  a un desvanecimiento espont neo. Fundando lo anterior, en unó á  

video que dar a cuenta de su tesis. í

Posteriormente, la Superintendencia fall  en su contra, medianteó  

resoluci n de fecha 22 de marzo de 2017, por la que se declar  que eló ó  
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siniestro ocurrido tiene un origen com n, por lo que no corresponde laú  

cobertura de la Ley N 16.744.º

Se ala  el  recurrente  que  las  contradicciones  e  incongruenciasñ  

entre ambas resoluciones resultan il gicas, entre las opiniones m dicasó é  

y el video revisado posteriormente.

Por  todo  ello,  se  le  ha  privado  de  asistencia  m dica  comoé  

accidente laboral, situaci n que se le hab a reconocido anteriormenteó í  

con fundamentos consistentes.

Pide en consecuencia, se acoja el recurso de protecci n, debiendoó  

dejarse  sin  efecto  la  resoluci n  recurrida,  rigiendo  la  resoluci n  deó ó  

fecha 10 de agosto de 2016, debi ndose otorgarle cobertura de la Leyé  

N 16.744, con expresa condenaci n en costas.º ó

  A  fojas  12 , consta el  informe evacuado por la recurrida, 

alegando en primer t rmino que el recurso de protecci n no es la v aé ó í  

id nea  para  la  reclamaci n  de la  materia  de  autos.  Por  ello,  debeó ó  

seguirse la v a de un juicio de lato conocimiento.í

Luego  hace  menci n  a  la  cronolog a  de  la  reclamaci nó í ó  

presentada en primer t rmino por el  recurrente,  de conformidad alé  

art culo 77 de la Ley N 16.744.í º

Hace  referencia  a  que  previo  estudios  de  los  antecedentes 

m dicos  y  de  abogados,  se  resolvi  la  calificaci n  de  accidente  delé ó ó  

trabajo.  Posteriormente,  TURBUS, como empleadora reclam  de laó  

resoluci n, acompa ando nuevos antecedentes, en espec fico un videoó ñ í  

de  una  c mara  de  seguridad,  en  el  que  consta  que  la  persona  seá  

detiene y luego cae de manera s bita. Adem s de la declaraci n de unú á ó  

compa ero de trabajo del recurrente.ñ

Con un nuevo estudio de los antecedentes, se concluy  que laó  

ca da se debi  a una p rdida de conciencia de forma previa, seg n lasí ó é ú  

im genes.á

  Posteriormente, se hace menci n al r gimen legal que rige a laó é  

recurrida.
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Refieren que no se ha vulnerado ninguna garant a constitucional,í  

ya que no existe ning n acto ilegal o arbitrario.ú

  Por todo lo anterior, pide se rechace el recurso con costas.

  CON LO RELACIONADO Y CONSIDERANDO:

PRIMERO:  Que la Acci n Constitucional  de protecci n haó ó  

sido establecida en nuestro ordenamiento jur dico como un recurso deí  

car cter extraordinario, en favor de todo aquel que por causa de actosá  

u  omisiones  ilegales  o  arbitrarios  sufra  privaci n,  perturbaci n  oó ó  

amenaza en el leg timo ejercicio de los derechos y garant as que elí í  

propio Legislador Fundamental se ha encargado de precisar, cuando 

del m rito de los antecedentes se constate que se ha verificado el acto ué  

omisi n que menoscabe el leg timo ejercicio de alguno de los derechosó í  

protegidos por la v a de esta acci n, debiendo en tal caso adoptarse lasí ó  

medidas necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar 

la debida protecci n al ofendido.ó

  SEGUNDO: Que, como se desprende de lo expresado, es 

requisito indispensable de la acci n cautelar de protecci n la existenciaó ó  

de un acto u omisi n ilegal, esto es, contrario a derecho, en el sentidoó  

de vulnerar un precepto normativo obligatorio que tenga la naturaleza 

jur dica de aqu llas a que se refiere el art culo 1  del C digo Civil,í é í ° ó  

aplicable  al  caso  concreto,  en  otras  palabras,  el  actuar  u  omitir  es 

ilegal, cuando fund ndose en alg n poder jur dico que se detenta, seá ú í  

excede en su ejercicio, de cualquier manera; o bien, arbitrario, es decir, 

producto del mero capricho de quien incurre en l, de modo que laé  

arbitrariedad indica carencia de razonabilidad en el actuar u omitir, 

esto es, falta de proporci n entre los motivos y la finalidad que alcanza;ó  

y que, enseguida provoque algunas de las situaciones o efectos que se 

han indicado, contrariando a una o m s de las garant as protegidas,á í  

consideraci n que resulta b sica para el an lisis y decisi n de cualquieró á á ó  

asunto como el que se ha propuesto en el presente caso.

TERCERO: Que el acto arbitrario o ilegal respecto al cual se 

reclama por la recurrente es el contenido en Resoluci n de fecha 22 deó  
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marzo de 2017, dictada por la Superintendencia de Seguridad Social, y 

que declara que las lesiones que sufri  con ocasi n de un accidente eló ó  

15 de abril de 2016, no son de origen laboral y por lo mismo quedan 

excluidas  de la  cobertura que brinda la ley 16.744,  y que deja sin 

efecto la resoluci n dictada por la misma instituci n con fecha 10 deó ó  

agosto  del  a o  2016,  en  donde  se  declar  que  se  trataba  de  unñ ó  

accidente del trabajo.

CUARTO: Que, la Superintendencia recurrrida, argumenta su 

cambio de criterio en la misma resoluci n,  estableciendo de que seó  

allegaron nuevos antecedentes, consistentes en videos y declaraciones 

de testigos, lo que sumado a la evaluaci n y ponderaci n que de estosó ó  

nuevos  antecedentes  hace  el  comit  de  m dicos  y  abogados  de  laé é  

instituci n,  les  permite  sostener  fundadamente  que  no  estamos  enó  

presencia de un hecho que pueda estimarse como accidente del trabajo 

de  conformidad  a  la  ley,  lo  que  trae  como  corolario  que  las 

consecuencias del accidente de fecha 15 d abril de 2016 no quedan 

dentro de la cobertura de la ley 16.744.

 QUINTO:  Que, la recurrente pretende por esta v a que seí  

deje sin efecto la resoluci n de fecha 22 de marzo de 2017, por estimaró  

que se ha interpretado de manera errada la ley 16.744, y que por lo 

mismo se debe declarar que s  tiene derecho a acceder a la coberturaí  

que dicho cuerpo normativo le brinda a los accidentes del trabajo y 

enfermedades  profesionales,  materia  que  dice  relaci n  con  aspectosó  

espec ficos del derecho a la seguridad social, consagrado como garant aí í  

constitucional en el N  18 del art culo 19 de la Constituci n Pol tica de° í ó í  

la  Rep blica,  y  que no se encuentra resguardado por la  acci n  deú ó  

protecci n  establecida  en  el  art culo  20  de  la  Carta  Fundamental,ó í  

raz n por la cual la acci n deducida no puede prosperar por falta deó ó  

uno de los elementos necesarios para su procedencia, esto es, que se 

trate de una de las garant as expresamente se aladas en el art culo 20í ñ í  

antes citado. Adem s, porque en definitiva no se est  en presencia deá á  

un  derecho  indubitado  o  indiscutido,  en  la  medida  que  existe 
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discrepancia en la interpretaci n de una determinada norma legal a unó  

caso  en  particular,  lo  que  requiere  de  una  declaraci n  previa  deló  

derecho controvertido.  

  SEXTO:  Que, para que estemos frente a un acto arbitrario, 

debe tratarse de un acto carente de razones, carente de motivaci n, yó  

conscientes  de  que  las  sentencias  deben  extenderse  en  un  lenguaje 

sencillo y claro, se estima inoficioso extenderse sobre los alcances de la 

Ley  N 19.880,  de  2003,  sobre  Bases  de  los  Procedimientosº  

Administrativos  que  Rigen  los  Actos  de  los  rganos  de  laÓ  

Administraci n  del  Estado,  o  a  lo  que  al  respecto  ha  dicho  laó  

Contralor a General de la Rep blica en sus Dict menes N s5380, deí ú á º  

2000; 25549, de 2000, sin embargo, parece importante considerar, para 

afirmar que se est  aqu  claramente ante un acto administrativo regidoá í  

por lo dispuesto en la ley citada, que nuestra Excma. Corte Suprema 

ha sostenido que la Administraci n P blica act a por medio de actos“ ó ú ú  

administrativos, y para que stos alcancen su real efecto y proyecci n,é ó  

es necesario que tales actos emanen de autoridad responsable, que se 

concreten en un contenido bien determinado y que se les d  a conoceré  

debidamente,  pues  s lo  as  resultar n  obligatorios  y  permitir n  seró í á á  

cumplidos y acatados  (Revista de Derecho y Jurisprudencia.  Tomo”  

LXXIX. Secci n 5 . Rol N 16.323).ó º º

Tampoco puede obviarse que el art culo 11 inciso 2  Ley  Ní º º 

19.880, dispone que los hechos y fundamentos de derecho “ deber ná  

s iempre expresarse  en aquellos actos que afectaren los derechos de 

los particulares  y que el art culo 16, referido a la transparencia del…” í  

procedimiento,  establece  que  ste  debe  permitir  el  conocimiento,é “  

contenidos y fundamentos  de las decisiones que se adopten en l , yé ”  

el art culo 41 inciso 4  dispone que las  í º “ resoluciones  contendr n laá  

decisi n, ó que ser  fundadaá .”

 La  exigencia  de  motivaci n  o  fundamentaci nó ó  de  los  actos 

administrativos,  dice  relaci n  con  las  circunstancias  de  hecho  y  deó  

derecho  que  justifican  la  emisi n  del  acto  administrativo  y  que  seó  
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expresan formalmente  en  su texto,   no es  un  capricho jur dico,  nií  

cuesti n  de  cortes a,  sino  garant a  para  desterrar  la  sospecha  deó í í  

arbitrariedad y  constituye  un  elemento  o  requisito  del  acto 

administrativo que resulta b sico para su legitimidad, por lo que si seá  

encuentra  ausente,  no cabe  si  no concluir  que  el  acto es  ilegal,  al 

infringir precisamente las disposiciones legales que, en el considerando 

previo, han sido citadas.

En consecuencia, estando frente a actos administrativos fundados 

y amparados en la ley, no podemos estar frente a la hip tesis de unó  

acto ilegal y arbitrario, como aquellos que autorizan para deducir una 

acci n de protecci n.ó ó

S PTIMO:É  Que,  en  consecuencia,  no  encontr ndonos  ená  

presencia de ning n acto arbitrario o ilegal  proveniente de la parteú  

recurrida, y considerando adem s que el derecho a la seguridad socialá  

no est  dentro del cat logo de derechos que autoriza a accionar deá á  

protecci n, estos sentenciadores estiman que se hace innecesario entraró  

a analizar otra posible vulneraci n de garant as constitucionales. Por loó í  

que el recurso de protecci n interpuesto habr  de ser rechazado.ó á

OCTAVO:  Que el  recurso de protecci n  es  una acci n  deó ó  

rango constitucional que tiene la caracter stica de ser extraordinaria, loí  

que  significa  que estando la  situaci n  discutida bajo  el  imperio  deló  

derecho a trav s del uso o ejercicio de otras acciones y en el contextoé  

de un procedimiento adecuado, que otorga a las partes garant as a finí  

de hacer valer sus pretensiones y derechos, esta acci n constitucionaló  

pierde su real objetivo atendida su ndole.í

NOVENO:  Que, por lo ya expuesto y dadas las caracter sticasí  

esenciales  de esta acci n  de cautela  de derechos  constitucionales,  laó  

Excma. Corte Suprema de Justicia ha establecido que su tramitaci nó  

est  encaminada a decretar o dar curso a diligencias y medidas brevesá  

y  sumarias,  destinadas  a  conceder  la  protecci n  que  demanda  eló  

afectado,  si  en  definitiva  sus  derechos  son  ciertos  o  est ná  

indubitadamente comprobados, y si stos, en su caso y en los hechosé  
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sobre los  cuales  se  invocan no son controvertidos  con fundamentos 

plausibles.

D CIMO:  É Que, a la luz de lo reflexionado precedentemente, 

la protecci n constitucional se erige como una acci n cuyo objeto esó ó  

poner  urgente  remedio  a  la  vulneraci n  actual  o  potencial  de  unó  

derecho fundamental, lo que, como ya se ha dicho, no existe, de modo 

que  no  existen  conductas  ilegales  ni  arbitrarias  por  parte  de  las 

recurridas, de modo que no han afectado las garant as constitucionalesí  

se aladas  por  los  actores,  por  lo  cual  esta  acci n  de  cautelañ ó  

constitucional no puede prosperar.

Por  estas  consideraciones  y  atendido  lo  dispuesto  en  el  Auto 

Acordado de la Excelent sima Corte Suprema sobre la materia y loí  

prescrito en el art culo 20 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica,í ó í ú  

SE RECHAZA el recurso de protecci n deducido en lo principal deó  

folio  N 472-2017  por  don°  GERM N  GUILLERMO  AEDOÁ  

L PEZÓ ,  en  contra  de  SUPERINTENDENCIA  DE 

SEGURIDAD SOCIAL.

Reg strese, notif quese y arch vese, en su oportunidad.í í í

Redacci n del Sr. Abogado Integrante don Marcelo Eduardoó  

Neculm n Mu oz.á ñ

Rol N  ° Protecci n-1739-2017 (pvb)ó .

Se  deja  constancia  que  el  abogado  integrante  Sr.  Marcelo 

Neculm n Mu oz,  no firma la sentencia que antecede,  no obstanteá ñ  

haber  concurrido  a  la  vista  y  acuerdo  de  la  presente  causa,  por 

encontrarse ausente.
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Pronunciado por la Primera Sala de la C.A. de Temuco integrada por Ministro Presidente Julio Cesar

Grandon C. y Ministro Aner Ismael Padilla B. Temuco, veinte de junio de dos mil diecisiete.

En Temuco, a veinte de junio de dos mil diecisiete, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original
puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la
tramitación de la causa.
Durante el período del 14 de mayo de 2017 al 13 de
agosto de 2017, la hora visualizada corresponde al
horario de invierno establecido en Chile Continental. Para
la Región de Magallanes y Antártica Chilena sumar 1
hora. Para Chile Insular Occidental, Isla de Pascua e Isla
Salas y Gómez restar 2 horas.
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